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 21689 REAL DECRETO-LEY 10/2004, de 23 de diciem-
bre, por el que se amplía el plazo de adapta-
ción de las comisiones de control de los planes 
de pensiones de empleo. 

I

La Ley 8/1987, de 8 de junio, de regulación de los pla-
nes y fondos de pensiones, estableció el requisito de 
mayoría absoluta de representación de los partícipes en 
las comisiones de control de los planes de pensiones 
frente a la representación del promotor.

La Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de medidas fisca-
les, administrativas y del orden social, introdujo una serie 
de modificaciones en la Ley 8/1987, de 8 de junio, que 
entraron en vigor el 1 de enero de 2002. Cabe destacar la 
modificación del apartado 3 del artículo 7, que estableció, 
con carácter general, el sistema de representación parita-
ria del promotor o promotores en las comisiones de con-
trol de los planes de pensiones de empleo, así como 
ciertos requisitos de concurrencia de votos favorables de 
una u otra de las partes representadas en la comisión de 
control para la adopción de acuerdos sobre determinadas 
materias, y concedió una habilitación expresa para el 
desarrollo reglamentario del régimen y condiciones de 
representación. 

La citada Ley 24/2001, de 27 de diciembre, estableció 
el régimen transitorio de adaptación de los planes de pen-
siones preexistentes a 1 de enero de 2002, y concedió un 
plazo, que finaliza el 31 de diciembre de 2004, para la 
adaptación de las comisiones de control a lo previsto en 
el referido apartado 3 del artículo 7, mediante acuerdo 
colectivo, transcurrido el cual, de no haberse adoptado 
dicho acuerdo, se aplicará directamente. 

Dichos preceptos se integran actualmente en el texto 
refundido de la Ley de regulación de los planes y fondos 
de pensiones, aprobado por el Real Decreto Legislati-
vo 1/2002, de 29 de noviembre (artículo 7.3 y disposición 
transitoria segunda).

Cabe señalar que el vigente Reglamento de planes y 
fondos de pensiones, aprobado por el Real Decre-
to 304/2004, de 20 de febrero, desarrolla en su artículo 30 
dicho artículo 7.3 del texto refundido de la ley, y recoge 
con carácter general el sistema de paridad, habilitando a 
la negociación colectiva para adoptar, mediante acuerdo 
expreso, una composición distinta de las comisiones de 
control, mientras que, en su artículo 32, desarrolla los 
requisitos para la adopción de acuerdos en las comisio-
nes de control.

En definitiva, el actual marco normativo exige acuer-
dos expresos de negociación colectiva para la determina-
ción de la composición, condiciones de representación y 
mayorías para adoptar acuerdos en las comisiones de 
control de los planes de empleo formalizados antes del 1 
de enero de 2002.

Por este real decreto-ley, se amplía hasta el 31 de 
diciembre de 2005 el plazo transitorio de adaptación para 
las comisiones de control de los planes de pensiones del 
sistema de empleo existentes a 1 de enero de 2002,  esta-
blecido en el antepenúltimo párrafo de la disposición 
transitoria segunda del texto refundido de la Ley de regu-
lación de los planes y fondos de pensiones, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre.

II

La extraordinaria y urgente necesidad de esta medida 
se justifica por el hecho de que, de no estar aprobada 
antes del 1 de enero de 2005 y a falta de un acuerdo de 
negociación colectiva, se aplicaría directamente, a partir 
de dicha fecha, el criterio general de composición parita-
ria, situación que puede dar lugar al conflicto de intereses 

entre las partes que no hayan podido impulsar a tiempo 
los procesos de negociación colectiva a tal fin. El carácter 
automático del criterio general puede alterar el equilibrio 
alcanzado en su día al acordar el régimen de adopción de 
acuerdos, y ocasionar inseguridad jurídica respecto de las 
actuaciones de la comisión de control, con riesgo de blo-
queo del funcionamiento del órgano de control y supervi-
sión del plan, lo cual podría suponer perjuicio a los intere-
ses de los partícipes y beneficiarios.

En consecuencia, se estima de extraordinaria y 
urgente necesidad ampliar el plazo de adaptación de las 
comisiones de control hasta el 31 de diciembre de 2005,  
con el fin de facilitar los procesos de negociación colec-
tiva pendientes de culminar entre empresas y trabajado-
res para la adaptación de las comisiones de control de los 
planes de pensiones existentes a 1 de enero de 2002, 
teniendo en cuenta la necesidad de armonizar los intere-
ses implicados en tales procesos de negociación que 
afectan a la determinación de las condiciones de los pla-
nes de pensiones de empleo, y atendiendo a los posibles 
perjuicios que la aplicación del automatismo de la vigente 
norma pudiera conllevar.

En su virtud, en uso de la autorización concedida en el 
artículo 86 de la Constitución, a propuesta del Vicepresi-
dente Segundo del Gobierno y Ministro de Economía y 
Hacienda y previa deliberación del Consejo de Ministros 
en su reunión del día 23 de  diciembre de  2004,

D I S P O N G O :

Artículo único. Ampliación del plazo transitorio de adap-
tación de las comisiones de control de los planes de 
pensiones de empleo a lo previsto en el apartado 3 del 
artículo 7 del texto refundido de la Ley de regulación 
de los planes  y fondos de pensiones.

Se amplía hasta 31 de diciembre de 2005 el plazo 
establecido en el antepenúltimo párrafo de la disposición 
transitoria segunda del texto refundido de la Ley de regu-
lación de los planes y fondos de pensiones, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, 
para la adaptación de las comisiones de control de los 
planes de pensiones del sistema de empleo existentes 
a 1 de enero de 2002 a lo previsto en el apartado 3 del 
artículo 7 de dicho texto refundido. 

Disposición final única. Entrada en vigor.

El presente real decreto-ley entrará en vigor el mismo 
día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 23 de diciembre de 2004.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 

 21690 REAL DECRETO LEY 11/2004, de 23 de diciem-
bre, por el que se modifica, en materia de pen-
siones públicas, la Ley de Presupuestos Gene-
rales del Estado para el año 2005.

Una de las finalidades esenciales de los sistemas 
públicos de pensiones es la de proporcionar a los pensio-
nistas rentas que sustituyan los ingresos dejados de per-
cibir al producirse la contingencia producida o que com-
pensen las carencias de ingresos ante las situaciones de 
necesidad. En una u otra modalidad, contributiva y no 
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contributiva, de la protección social, es indispensable la 
actualización periódica de las pensiones.

En España la revalorización anual de las pensiones se 
ha producido sin interrupción desde hace más de 15 años, 
y el propio Congreso de los Diputados, dentro del deno-
minado «Pacto de Toledo», aprobó una recomendación, la 
undécima, sobre «Mantenimiento del poder adquisitivo 
de las pensiones» que garantizaba la aplicación de este 
criterio mediante la revalorización automática de las pen-
siones en función de la evolución del Índice de Precios de 
Consumo (IPC).

En desarrollo de tal compromiso político, el artículo 
48 del texto refundido de la Ley General de la Seguri-
dad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1/1994, de 20 de junio, en redacción dada por la Ley 
24/1997, de 15 de julio, como el artículo 27 del texto 
refundido de la Ley de Clases Pasivas del Estado, pre-
vén que las pensiones serán revalorizadas al comienzo 
de cada año en función del IPC previsto, y concretan 
que si el IPC acumulado correspondiente al periodo 
comprendido entre noviembre del ejercicio anterior y 
noviembre del ejercicio económico fuese superior al 
previsto para el ejercicio, se procederá a la correspon-
diente actualización de acuerdo con lo que establezca la 
respectiva Ley de Presupuestos Generales del Estado, y 
que se abonará, asimismo, a los pensionistas cuyas 
pensiones hubiesen sido objeto de revalorización en el 
ejercicio anterior la diferencia en una paga única antes 
del 1 de abril del ejercicio posterior.

La Ley de Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2005 establece las previsiones de revalorización para 
dicho ejercicio en función del IPC previsto y la paga única 
por desviación de la inflación real de 2004 sobre la inicial-
mente considerada. No obstante, como consecuencia del 
veto aprobado por el Senado en sesión plenaria el 
pasado 13 diciembre, la Ley de Presupuestos Generales 
del Estado no ha podido recoger la evolución del IPC 
entre noviembre de 2003 y noviembre de 2004, conocida 
el 15 de diciembre, y que en ejercicios anteriores se incor-
poró al proyecto de ley en su trámite parlamentario de 
discusión de enmiendas parciales por el Pleno del 
Senado.

Esta circunstancia originaría un grave quebranto a 
los pensionistas españoles, absolutamente contradicto-
rio con el compromiso del Gobierno de España de man-
tener el poder adquisitivo de las pensiones y de elevar 
paulatinamente las cuantías de las pensiones más 
bajas, que tendría incidencia en los siguientes conteni-
dos de los Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2005: haberes reguladores de las pensiones del 
régimen de clases pasivas del Estado; importes de las 
pensiones de la legislación especial derivada de la Gue-
rra Civil; cuantías más reducidas en el señalamiento 
inicial y en la revalorización de pensiones; límites más 
escasos de ingresos para acceder a los complementos 
por mínimos y a las prestaciones de la Seguridad Social 
por hijo a cargo; cuantías de las pensiones mínimas, no 
contributivas, de las no concurrentes del extinguido 
seguro obligatorio de vejez e invalidez y determinados 
subsidios y ayudas sociales.

Se hace pues imprescindible que, con carácter 
urgente, se adopten las medidas necesarias para garanti-
zar a los pensionistas de clases pasivas y de la Seguridad 
Social, tanto en sus modalidades contributivas como no 
contributivas, y a los perceptores de otras pensiones y 
demás prestaciones públicas el mantenimiento íntegro 
del poder adquisitivo de sus pensiones o demás presta-
ciones, de modo que los porcentajes de revalorización 
previstos para 2005 se apliquen sobre las cuantías 
de 2004, una vez actualizadas conforme a la desviación 
del IPC producida entre noviembre de 2003 y noviembre 
de 2004 respecto del inicialmente previsto para este 
último ejercicio.

En su virtud, en uso de a autorización contenida en el 
artículo 86 de la Constitución Española, a propuesta de 
los Ministros de Economía y Hacienda y de Trabajo y 
Asuntos Sociales y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 23 diciembre de 2004,

D I S P O N G O :

Artículo único. Modificación de la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2005.

La Ley de Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2005, se modifica en los siguientes términos:

Uno. Se modifica el título IV, que pasa a tener la 
redacción siguiente:

«TÍTULO IV

De las pensiones públicas

CAPÍTULO I

Determinación inicial de las pensiones del Régimen 
de Clases Pasivas del Estado, especiales de guerra y 

no contributivas de la Seguridad Social

Artículo 36. Determinación inicial de las pensiones 
del Régimen de Clases Pasivas del Estado.

Uno. Para la determinación inicial de las pen-
siones reguladas en los capítulos II, III, IV y VII del 
subtítulo segundo del título primero del texto refun-
dido de la Ley de Clases Pasivas del Estado, apro-
bado por el Real Decreto Legislativo 670/1987, de 30 
de abril, causadas por el personal a que se refiere el 
artículo 3.1.a), b) y e) del mismo texto legal, se ten-
drán en cuenta para el año 2005 los haberes regula-
dores que a continuación se establecen, asignán-
dose de acuerdo con las reglas que se contienen en 
cada uno de los respectivos apartados del artículo 30 
de la citada norma:

a) Para el personal incluido en los supuestos 
del apartado 2 del artículo 30 del texto refundido de 
la Ley de Clases Pasivas del Estado: 

Grupo Haber regulador
euros/año

A 33.943,22
B 26.714,17
C 20.516,95
D 16.232,31
E 13.839,32

 b) Para el personal mencionado en el apar-
tado 3 del referido artículo 30 del texto refundido de 
la Ley de Clases Pasivas del Estado: 

Administración Civil y Militar del Estado

Índice Haber regulador
euros/año

10 33.943,22
 8 26.714,17
 6 20.516,95
 4 16.232,31
 3 13.839,32
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Administración de Justicia

Multiplicador Haber regulador 
euros/año

4,75 33.943,22
4,50 33.943,22
4,00 33.943,22
3,50 33.943,22
3,25 33.943,22
3,00 33.943,22
2,50 33.943,22
2,25 26.714,17
2,00 23.392,60
1,50 16.232,31
1,25 13.839,32

Tribunal Constitucional

Cuerpo Haber regulador 
euros/año

Secretario General  . . . . . . . . . 33.943,22
De Letrados  . . . . . . . . . . . . . . . 33.943,22
Gerente  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 33.943,22

Cortes Generales

Cuerpo Haber regulador
euros/año

De Letrados  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 33.943,22
De Archiveros-Bibliotecarios  . . . . 33.943,22
De Asesores Facultativos  . . . . . . . 33.943,22
De Redactores, Taquígrafos y Este-

notipistas  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 33.943,22
Técnico-Administrativo  . . . . . . . . 33.943,22
Auxiliar Administrativo  . . . . . . . . 20.516,95
De Ujieres  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 16.232,31

 Dos. Para la determinación inicial de las pen-
siones causadas por el personal a que se refiere el 
artículo 3.2.a) y c), del texto refundido de la Ley de 
Clases Pasivas del Estado, que surtan efectos econó-
micos a partir del 1 de enero del 2005, se tendrán en 
cuenta las bases reguladoras que resulten de la apli-
cación de las siguientes reglas:

a) Se tomará el importe que, dentro de los cua-
dros que se recogen a continuación, corresponda al 
causante por los conceptos de sueldo y, en su caso, 
grado, en cómputo anual, en función del cuerpo o 
del índice de proporcionalidad y grado de carrera 
administrativa o del índice multiplicador que tuviera 
asignado a 31 de diciembre de 1984 el cuerpo, 
carrera, escala, plaza, empleo o categoría al que per-
teneciese aquél. 

Administración Civil y Militar del Estado

Índice Grado Grado especial

Importe por concepto de 
sueldo y grado

en cómputo anual
–

Euros

10 (5,5) 8 22.754,70

10 (5,5) 7 22.129,33

10 (5,5) 6 21.503,98

10 (5,5) 3 19.627,86
10 5 19.308,54
10 4 18.683,19
10 3 18.057,84
10 2 17.432,43
10 1 16.807,06
 8 6 16.236,98
 8 5 15.736,77
 8 4 15.236,56
 8 3 14.736,34
 8 2 14.236,14
 8 1 13.735,91
 6 5 12.369,60
 6 4 11.994,56
 6 3 11.619,55
 6 2 11.244,48
 6 1 (12 por 100) 12.128,79
 6 1 10.869,43
 4 3  9.152,90
 4 2 (24 por 100) 10.921,67
 4 2  8.902,80
 4 1 (12 por 100)  9.663,05
 4 1  8.652,71
 3 3  7.902,90
 3 2  7.715,35
 3 1  7.527,84

Índice Grado Grado especial

Importe por concepto de 
sueldo y grado

en cómputo anual
–

Euros

Administración de Justicia

Multiplicador

Importe por concepto de sueldo
en cómputo anual

–
Euros

4,75 37.159,07
4,50 35.203,32
4,00 31.291,85
3,50 27.380,35
3,25 25.424,62
3,00 23.468,86
2,50 19.557,40
2,25 17.601,66
2,00 15.645,91
1,50 11.734,44
1,25  9.778,69

Tribunal Constitucional

Cuerpo

Importe por concepto
de sueldo

en cómputo anual
–

Euros

Secretario General  . . . . . . . . . . 35.203,32
De Letrados  . . . . . . . . . . . . . . . . 31.291,85
Gerente  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 31.291,85
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Cortes Generales

Cuerpo

Importe por concepto
de sueldo

en cómputo anual
–

Euros

De Letrados  . . . . . . . . . . . . . . . 20.478,57
De Archiveros-Bibliotecarios  . 20.478,57
De Asesores Facultativos  . . . . 20.478,57
De Redactores, Taquígrafos y Este-

notipistas  . . . . . . . . . . . . . . . 18.805,77
Técnico-Administrativo  . . . . . 18.805,77
Auxiliar Administrativo  . . . . . 11.325,51
De Ujieres  . . . . . . . . . . . . . . . .  8.958,60

 b) Al importe anual por los conceptos de sueldo 
y, en su caso, grado, a que se refiere el apartado 
anterior, se sumará la cuantía que se obtenga de 
multiplicar el número de trienios que tenga acredita-
dos el causante por el valor unitario en cómputo 
anual que corresponda a cada trienio en función del 
cuerpo o plaza en los que hubiera prestado servicios 
el causante, atendiendo, en su caso, a los índices de 
proporcionalidad o multiplicadores asignados a 
aquellos en los cuadros siguientes: 

Administración Civil y Militar del Estado

Índice

Valor unitario del trienio
en cómputo anual

–
Euros

10 735,09
8 588,08
6 441,04
4 294,06
3 220,53

Administración de Justicia

Multiplicadores 
a efectos de trienios

Valor unitario del trienio
en cómputo anual

–
Euros

3,50 1.369,00
3,25 1.271,24
3,00 1.173,45
2,50   977,85
2,25   881,28
2,00   782,30
1,50   586,71
1,25   488,94

Tribunal Constitucional

Cuerpo

Valor unitario del trienio
en cómputo anual

–
Euros

Secretario General  . . . . . . . . . 1.369,00
De Letrados  . . . . . . . . . . . . . . . 1.369,00
Gerente  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.369,00

Cortes Generales

Cuerpo

Valor unitario del trienio
en cómputo anual

–
Euros

De Letrados  . . . . . . . . . . . . . . . 837,32
De Archiveros-Bibliotecarios  . 837,32
De Asesores Facultativos  . . . . 837,32
De Redactores, Taquígrafos y Este-

notipistas  . . . . . . . . . . . . . . . 837,32
Técnico-Administrativo  . . . . . 837,32
Auxiliar Administrativo  . . . . . 502,41
De Ujieres  . . . . . . . . . . . . . . . . 334,93

 Tres. El importe mensual de las pensiones a 
que se refiere este precepto se obtendrá dividiendo 
por 14 el anual calculado según lo dispuesto en las 
reglas precedentes y la legislación correspondiente.

Artículo 37. Determinación inicial y cuantía de las 
pensiones especiales de guerra para el año 2005.

Uno. El importe de las pensiones reconocidas 
al amparo de la Ley 5/1979, de 18 de septiembre, en 
favor de familiares de fallecidos como consecuencia 
de la guerra civil no podrá ser inferior, para el 2005, 
al establecido como cuantía mínima en el sistema 
de la Seguridad Social para las pensiones de viude-
dad en favor de titulares mayores de 65 años.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no será de 
aplicación a las pensiones causadas por el personal 
no funcionario en favor de huérfanos no incapacita-
dos con derecho a pensión, de acuerdo con su legis-
lación reguladora, cuya cuantía será de 56,86 euros 
mensuales.

Dos. 1. Las pensiones reconocidas al amparo 
de la Ley 35/1980, de 26 de junio, de mutilados de 
guerra excombatientes de la zona republicana, 
cuyos causantes no tuvieran la condición de militar 
profesional de las fuerzas e institutos armados, se 
fijan para el 2005 en las siguientes cuantías:

a) La pensión de mutilación será la que resulte 
de aplicar los porcentajes establecidos para cada 
grado de incapacidad a la cantidad de 4.194,32 
euros, referida a 12 mensualidades.

b) La suma de la remuneración básica, la remu-
neración sustitutoria de trienios y las remuneracio-
nes suplementarias en compensación por retribu-
ciones no percibidas será de 11.311,99 euros, referida 
a 12 mensualidades, siendo el importe de cada una 
de las dos mensualidades extraordinarias de la 
misma cuantía que la de la mensualidad ordinaria 
por estos conceptos.

c) Las pensiones en favor de familiares se fijan 
en el mismo importe que el establecido como de 
cuantía mínima en el sistema de la Seguridad Social 
para las pensiones de viudedad en favor de titulares 
mayores de 65 años, salvo las pensiones en favor de 
huérfanos no incapacitados mayores de 21 años con 
derecho a pensión, de acuerdo con su legislación 
reguladora, cuya cuantía será de 43,27 euros men-
suales.

Dos. 2. El importe de las pensiones en favor 
de familiares de excombatientes profesionales reco-
nocidas al amparo de la Ley 35/1980, de 26 de junio, 
no podrá ser inferior, para el 2005, al establecido 
como de cuantía mínima en el sistema de la Seguri-
dad Social para las pensiones de viudedad en favor 
de titulares mayores de 65 años.
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Tres. Las pensiones reconocidas al amparo de 
la Ley 6/1982, de 29 de marzo, sobre retribución 
básica a mutilados civiles de guerra, se fijan para 
el 2005 en las siguientes cuantías:

a) La retribución básica para quienes tengan 
reconocida una incapacidad de segundo, tercero o 
cuarto grado, en el 100 por cien de la cantidad de 
7.918,40 euros, referida a 12 mensualidades.

b) Las pensiones en favor de familiares en el 
mismo importe que el establecido como de cuantía 
mínima en el sistema de la Seguridad Social para las 
pensiones de viudedad en favor de titulares mayo-
res de 65 años.

Cuatro. Las pensiones reconocidas al amparo 
del Decreto 670/1976, de 5 de marzo, en favor de 
mutilados de guerra que no pudieron integrarse en 
el Cuerpo de Caballeros Mutilados, se establecerán, 
para el 2005, en el importe que resulte de aplicar los 
porcentajes establecidos para cada grado de incapa-
cidad a la cuantía de 5.025,33 euros, referida a 12 
mensualidades.

Cinco. La cuantía para el 2005 de las pensiones 
causadas al amparo del título II de la Ley 37/1984, 
de 22 de octubre, sobre reconocimiento de derechos 
y servicios prestados a quienes durante la guerra 
civil formaron parte de las Fuerzas Armadas y de 
Orden Público y Cuerpo de Carabineros de la Repú-
blica, se fijará tomando en consideración el importe 
por los conceptos de sueldo y grado que proceda de 
entre los contenidos en el apartado dos.a) del prece-
dente artículo 36.

Las cuantías de estas pensiones no podrán ser 
inferiores a las siguientes:

a) En las pensiones en favor de causantes, al 
importe establecido como de cuantía mínima en el 
sistema de la Seguridad Social para las pensiones 
de jubilación, con cónyuge a cargo, en favor de titu-
lares mayores de 65 años.

b) En las pensiones de viudedad, al importe 
establecido como de cuantía mínima en el sistema 
de la Seguridad Social para las pensiones de viude-
dad en favor de titulares mayores de 65 años.

Artículo 38. Determinación inicial de las pensiones 
no contributivas de la Seguridad Social.

Para el año 2005, la cuantía de las pensiones de 
jubilación e invalidez de la Seguridad Social, en su 
modalidad no contributiva, se fijará en 4.043,06 
euros íntegros anuales.

CAPÍTULO II

Limitaciones en el señalamiento inicial
de las pensiones públicas

Artículo 39. Limitación del señalamiento inicial de 
las pensiones públicas.

Uno. El importe a percibir como consecuencia 
del señalamiento inicial de las pensiones públicas 
no podrá superar durante el año 2005 la cuantía 
íntegra de 2.159,12 euros mensuales, sin perjuicio 
de las pagas extraordinarias que pudieran corres-
ponder a su titular y cuya cuantía también estará 
afectada por el citado límite.

No obstante lo anterior, si el pensionista tuviera 
derecho a percibir menos o más de 14 pagas al año, 
incluidas las extraordinarias, dicho límite mensual 
deberá ser adecuado, a efectos de que la cuantía 
íntegra anual que corresponda al interesado alcance 
o no supere, durante el año 2005 el importe de 
30.227,68 euros.

Dos. En aquellos supuestos en que un mismo 
titular cause simultáneamente derecho a dos o más 
pensiones públicas de las enumeradas en el ar-
tículo 37 de la Ley 4/1990, de 29 de junio, de Presu-
puestos Generales del Estado para 1990, conforme a 
la redacción dada por la disposición adicional 
décima de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de 
medidas fiscales, administrativas y del orden social, 
el importe conjunto a percibir como consecuencia 
del señalamiento inicial de todas ellas estará sujeto 
a los mismos límites que se establecen en el apar-
tado anterior.

A tal efecto se determinará, en primer lugar, el 
importe íntegro de cada una de las pensiones públi-
cas de que se trate y, si la suma de todas ellas exce-
diera de 2.159,12 euros mensuales, se reducirán 
proporcionalmente hasta absorber dicho exceso.

No obstante, si alguna de las pensiones que se 
causen estuviera a cargo del Fondo especial de una 
de las mutualidades de funcionarios incluidas en el 
párrafo c) del artículo 37 de la Ley 4/1990, de 29 de 
junio, de Presupuestos Generales del Estado 
para 1990, conforme a la redacción dada por la dis-
posición adicional décima de la Ley 62/2003, de 30 
de diciembre, la minoración se efectuará preferente-
mente y, de resultar posible, con simultaneidad a su 
reconocimiento sobre el importe íntegro de dichas 
pensiones, procediéndose con posterioridad, si ello 
fuera necesario, a la aplicación de la reducción pro-
porcional en las restantes pensiones, para que la 
suma de todas ellas no supere el indicado límite 
máximo.

Tres. Cuando se efectúe el señalamiento inicial 
de una pensión pública en favor de quien ya estu-
viera percibiendo otra u otras pensiones públicas, si 
la suma conjunta del importe íntegro de todas ellas 
superase los límites establecidos en el apartado uno 
de este precepto, se minorará o suprimirá el importe 
íntegro a percibir como consecuencia del último 
señalamiento hasta absorber la cuantía que exceda 
del referido límite legal.

No obstante, si la pensión objeto de señala-
miento inicial, en el presente o en anteriores ejerci-
cios económicos, tuviera la consideración de renta 
exenta en la legislación reguladora del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas, a solicitud de 
su titular, procederá efectuar la citada minoración o 
supresión sobre la pensión o pensiones públicas 
que el interesado hubiera causado anteriormente. 
En tales supuestos los efectos de la regularización 
se retrotraerán al día 1 de enero del año en que se 
solicite o a la fecha inicial de abono de la nueva pen-
sión, si esta fuese posterior.

Cuatro. Si en el momento del señalamiento 
inicial a que se refieren los apartados anteriores los 
organismos o entidades competentes no pudieran 
conocer la cuantía y naturaleza de las otras pensio-
nes que correspondan al beneficiario, dicho señala-
miento se realizará con carácter provisional hasta el 
momento en que se puedan practicar las oportunas 
comprobaciones.

La regularización definitiva de los señalamientos 
provisionales llevará, en su caso, aparejada la exi-
gencia del reintegro de lo indebidamente percibido 
por el titular de la pensión. Este reintegro podrá 
practicarse con cargo a las sucesivas mensualida-
des de pensión.

Cinco. Si, con posterioridad a la minoración o 
supresión del importe del señalamiento inicial a que 
se refieren los apartados dos y tres, se alterase, por 
cualquier circunstancia, la cuantía o composición de 
las otras pensiones públicas percibidas por el titular, 
se revisarán de oficio o a instancia de parte las limi-
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taciones que se hubieran efectuado, con efectos del 
primer día del mes siguiente a aquel en que se haya 
producido la variación.

En todo caso, los señalamientos iniciales realiza-
dos en supuestos de concurrencia de pensiones 
públicas estarán sujetos a revisión periódica.

Seis. La minoración o supresión del importe de 
los señalamientos iniciales de pensiones públicas 
que pudieran efectuarse por aplicación de las normas 
limitativas no significará, en modo alguno, merma o 
perjuicio de los derechos anejos al reconocimiento de 
la pensión diferentes al del cobro de ésta.

Siete. El límite máximo de percepción estable-
cido en este artículo no se aplicará a las siguientes 
pensiones públicas que se causen durante el 
año 2005:

a) Pensiones extraordinarias del Régimen de 
Clases Pasivas del Estado, originadas por actos 
terroristas.

b) Pensiones del Régimen de Clases Pasivas 
del Estado mejoradas al amparo del Real Decreto 
Ley 19/1981, de 30 de octubre, sobre pensiones 
extraordinarias a víctimas del terrorismo.

c) Pensiones extraordinarias reconocidas por la 
Seguridad Social, originadas por actos terroristas.

d) Pensiones extraordinarias reconocidas al 
amparo de la disposición adicional cuadragésima 
tercera de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de 
medidas fiscales, administrativas y del orden 
social.

Ocho. Cuando en el momento del señalamiento 
inicial de las pensiones públicas concurran en un 
mismo titular alguna o algunas de las pensiones 
mencionadas en el apartado siete de este artículo o 
de las establecidas en el título II del Real Decre-
to 851/1992, de 10 de julio, por el que se regulan 
determinadas pensiones extraordinarias causadas 
por actos de terrorismo, con otra u otras pensiones 
públicas, las normas limitativas de este artículo sólo 
se aplicarán respecto de las no procedentes de actos 
terroristas.

CAPÍTULO III

Revalorización y modificación de los valores
de las pensiones públicas para el año 2005

Artículo 40. Revalorización y modificación de los 
valores de las pensiones públicas para el 2005. 

Uno. Las pensiones de clases pasivas del 
Estado, salvo las excepciones que se contienen en 
los siguientes artículos de este capítulo y que les 
sean de aplicación, experimentarán en el 2005 un 
incremento del dos por ciento, de conformidad con 
lo previsto en el artículo 27 del texto refundido de la 
Ley de Clases Pasivas del Estado. Lo anterior se 
entiende sin perjuicio de los importes de garantía 
que figuran en el precedente artículo 37, respecto de 
las pensiones reconocidas al amparo de la legisla-
ción especial de la guerra civil.

Dos. Las pensiones abonadas por el sistema de 
la Seguridad Social, en su modalidad contributiva, 
experimentarán en el año 2005 un incremento del 
dos por ciento, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 48 del texto refundido de la Ley General de 
la Seguridad Social, sin perjuicio de las excepciones 
contenidas en los artículos siguientes de este capí-
tulo y que les sean expresamente de aplicación.

Tres. Las pensiones referidas en el artículo 38 
de este título que vinieran percibiéndose a 31 de 
diciembre de 2004 se fijarán en el año 2005 en 
4.043,06 euros íntegros anuales.

Cuatro. De acuerdo con lo establecido en la dis-
posición adicional sexta.uno del texto refundido de 
la Ley sobre Seguridad Social de los Funcionarios 
Civiles del Estado, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 4/2000, de 23 de junio, las pensiones de 
las mutualidades integradas en el Fondo Especial de 
la Mutualidad General de Funcionarios Civiles del 
Estado, cuando hubieran sido causadas con poste-
rioridad a 31 de diciembre de 1999, experimentarán 
el 1 de enero del año 2005 una reducción, respecto 
de los importes percibidos en 31 de diciembre 
de 2004, del 20 por ciento de la diferencia entre la 
cuantía correspondiente a 31 de diciembre de 1978 
–o tratándose del Montepío de Funcionarios de la 
Organización Sindical, a 31 de diciembre de 1977– y 
la que correspondería en 31 de diciembre de 1973.

Cinco. Las pensiones abonadas con cargo a los 
regímenes o sistemas de previsión enumerados en 
el artículo 37 de la Ley 4/1990, de 29 de junio, de Pre-
supuestos Generales del Estado para 1990, con-
forme a la redacción dada por la disposición adicio-
nal décima de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, y 
no referidas en los apartados anteriores de este ar-
tículo, experimentarán en el 2005 la revalorización o 
modificación que, en su caso, proceda según su nor-
mativa propia, que se aplicará sobre las cuantías 
percibidas a 31 de diciembre de 2004, salvo las 
excepciones que se contienen en los siguientes ar-
tículos de este capítulo y que les sean expresamente 
de aplicación.

Artículo 41. Pensiones no revalorizables durante el 
año 2005.

Uno. En el año 2005 no experimentarán revalo-
rización las pensiones públicas siguientes:

a) Las pensiones abonadas con cargo a cual-
quiera de los regímenes o sistemas de previsión 
enumerados en el artículo 37 de la Ley 4/1990, de 29 
de junio, de Presupuestos Generales del Estado 
para 1990, conforme a la redacción dada por la dis-
posición adicional décima de la Ley 62/2003, de 30 
de diciembre, cuyo importe íntegro mensual, 
sumado, en su caso, al importe íntegro mensual de 
las otras pensiones públicas percibidas por su titu-
lar, exceda de 2.159,12 euros íntegros en cómputo 
mensual, entendiéndose esta cantidad en los térmi-
nos expuestos en el precedente artículo.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no será de 
aplicación a las pensiones extraordinarias del Régi-
men de Clases Pasivas del Estado y de la Seguridad 
Social, originadas por actos terroristas, así como a 
las pensiones mejoradas al amparo del Real Decreto 
Ley 19/1981, de 30 de octubre, sobre pensiones 
extraordinarias a víctimas del terrorismo, y a las 
pensiones reconocidas al amparo de la disposición 
adicional cuadragésima tercera de la Ley 62/2003, 
de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administra-
tivas y del orden social.

b) Las pensiones de clases pasivas reconoci-
das a favor de los Camineros del Estado y causadas 
con ante rioridad a 1 de enero de 1985, con excep-
ción de aquellas cuyo titular sólo percibiera esta 
pensión como tal caminero.

c) Las pensiones reconocidas al amparo de la 
Ley 5/1979, de 18 de septiembre, en favor de huérfa-
nos no incapacitados, excepto cuando los causantes 
de tales pensiones hubieran tenido la condición de 
funcionarios.

d) Las pensiones reconocidas al amparo de la 
Ley 35/1980, de 26 de junio, en favor de huérfanos 
mayores de 21 años no incapacitados, excepto 
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cuando los causantes de tales pensiones hubieran 
tenido la condición de excombatientes profesionales.

e) Las pensiones del extinguido seguro obligatorio 
de vejez e invalidez, cuando entren en concurrencia con 
otras pensiones públicas, excepto con el subsidio de 
ayuda por tercera persona previsto en la Ley 13/1982, de 
7 de abril, de Integración Social de los Minusválidos.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, 
cuando la suma de todas las pensiones concurrentes y 
las del citado seguro obligatorio de vejez e invalidez, 
una vez revalorizadas aquellas, sea inferior a las cuan-
tías fijas señaladas para tal seguro en el artículo 45 de 
esta ley, calculadas unas y otras en cómputo anual, la 
pensión del seguro obligatorio de vejez e invalidez se 
revalorizará en un importe igual a la diferencia resul-
tante. Esta diferencia no tiene carácter consolidable, 
siendo absorbible con cualquier incremento que pue-
dan experimentar las percepciones del interesado, ya 
sea en concepto de revalorizaciones o por reconoci-
miento de nuevas prestaciones de carácter periódico. 

f) Las pensiones de las mutualidades integradas 
en el Fondo Especial de la Mutualidad General de Fun-
cionarios Civiles del Estado que, en 31 de diciembre de 
2004, hubieran ya alcanzado las cuantías correspon-
dientes al 31 de diciembre de 1973.

Dos. En el caso de que mutualidades, montepíos o 
entidades de previsión social de cualquier tipo que inte-
gren a personal perteneciente a empresas o sociedades 
con participación mayoritaria del Estado, de comunida-
des autónomas, de corporaciones locales o de organis-
mos autónomos y se financien con fondos procedentes 
de dichos órganos o entidades públicas, o en el caso de 
que estos, directamente, estén abonando al personal 
incluido en la acción protectora de aquellas pensiones 
complementarias por cualquier concepto sobre las que 
les correspondería abonar a los regímenes generales 
que sean de aplicación, las revalorizaciones a que se 
refiere el artículo 40 serán consideradas como límite 
máximo, pudiendo aplicarse coeficientes menores e 
incluso inferiores que la unidad, a dichas pensiones com-
plementarias, de acuerdo con sus regulaciones propias o 
con los pactos que se produzcan.

Artículo 42. Limitación del importe de la revaloriza-
ción para el año 2005 de las pensiones públicas.

Uno. El importe de la revalorización para el 
año 2005 de las pensiones públicas que, conforme a 
las normas de los preceptos de este capítulo, puedan 
incrementarse no podrá suponer para estas, una vez 
revalorizadas, un valor íntegro anual superior a 
30.227,68 euros.

Dos. En aquellos supuestos en que un mismo 
titular perciba dos o más pensiones públicas, la suma 
del importe anual íntegro de todas ellas, una vez reva-
lorizadas las que procedan, no podrá superar el límite 
máximo a que se refiere el apartado anterior. Si lo 
superase, se minorará proporcionalmente la cuantía 
de la revalorización, hasta absorber el exceso sobre 
dicho límite.

A tal efecto, cada entidad u organismo competente 
para revalorizar determinará su propio límite máximo 
de percepción anual para las pensiones a su cargo. 
Este límite consistirá en una cifra que guarde con la 
citada cuantía íntegra de 30.227,68 euros anuales la 
misma proporción que la que guarda la pensión o 
pensiones a cargo del organismo o entidad de que se 
trate con el conjunto total de las pensiones públicas 
que perciba el titular. 

El referido límite (L) se obtendrá mediante la apli-
cación de la siguiente fórmula:

L = P × 30.227,68 euros anuales
T

siendo “P” el valor íntegro teórico anual alcanzado a 
31 de diciembre de 2004 por la pensión o pensiones 

a cargo del organismo o entidad competente, y “T”, 
el resultado de añadir a la cifra anterior el valor ínte-
gro anual de las restantes pensiones concurrentes 
del mismo titular en idéntico momento. 

No obstante lo anterior, si alguna de las pensio-
nes que percibiese el interesado estuviera a cargo 
del Fondo especial de una de las mutualidades de 
funcionarios incluidas en el párrafo c) del artículo 37 
de la Ley 4/1990, de 29 de junio, de Presupuestos 
Generales del Estado para 1990, conforme a la 
redacción dada por la disposición adicional décima 
de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, o se tratase 
de las pensiones no revalorizables a cargo de alguna 
de las entidades a que se refiere el apartado dos del 
artículo 41 la aplicación de las reglas recogidas en 
los párrafos anteriores se adaptará reglamentaria-
mente a fin de que se pueda alcanzar, en su caso, el 
límite máximo de percepción, en el supuesto de 
concurrir dichas pensiones complementarias con 
otra u otras cuyo importe hubiese sido minorado o 
suprimido a efectos de no sobrepasar la cuantía 
máxima fijada en cada momento. 

Tres. Cuando el organismo o entidad compe-
tente para efectuar la revalorización de la pensión 
pública, en el momento de practicarla, no pudiera 
comprobar fehacientemente la realidad de la cuan-
tía de las otras pensiones públicas que perciba el 
titular, dicha revalorización se efectuará con carácter 
provisional hasta el momento en que se puedan 
practicar las oportunas comprobaciones.

La regularización definitiva llevará aparejada, en 
su caso, la exigencia del reintegro de lo indebida-
mente percibido por el titular. Este reintegro podrá 
practicarse con cargo a las sucesivas mensualida-
des de pensión. 

En todo caso, las revalorizaciones efectuadas en 
supuestos de concurrencia de pensiones públicas 
estarán sujetas a revisión o inspección periódica.

Cuatro. Las normas limitativas reguladas en 
este precepto no se aplicarán a:

a) Pensiones extraordinarias del Régimen de 
Cla ses Pasivas del Estado, originadas por actos 
terroristas.

b) Pensiones del Régimen de Clases Pasivas 
del Estado mejoradas al amparo del Real Decreto 
Ley 19/1981, de 30 de octubre, sobre pensiones 
extraordinarias a víctimas del terrorismo.

c) Pensiones extraordinarias reconocidas por la 
Seguridad Social, originadas por actos terroristas.

d) Pensiones extraordinarias reconocidas al 
amparo de la disposición adicional cuadragésima ter-
cera de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de medidas 
fiscales, administrativas y del orden social.

Cinco. Cuando en un mismo titular concurran 
alguna o algunas de las pensiones mencionadas en 
el precedente apartado tres o de las establecidas en 
el título II del Real Decreto 851/1992, de 10 de julio, 
por el que se regulan determinadas pensiones 
extraordinarias causadas por actos terroristas, con 
otra u otras pensiones públicas, las normas limitati-
vas de este precepto sólo se aplicarán respecto de 
las no procedentes de actos terroristas.

CAPÍTULO IV

Complementos para mínimos

Artículo 43. Reconocimiento de complementos para 
mínimos en las pensiones de clases pasivas.

Uno. En los términos que reglamentariamente se 
determinen, tendrán derecho a percibir los complemen-
tos económicos necesarios para alcanzar la cuantía 
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mínima de las pensiones los pensionistas de clases 
pasivas del Estado que no perciban durante el ejercicio 
del 2005 ingresos de trabajo o de capital o que, perci-
biéndolos, no excedan de 6.122,53 euros al año.

A tal efecto, también se computarán entre tales 
ingresos las plusvalías o ganancias patrimoniales, así 
como los rendimientos que puedan deducirse del 
montante económico del patrimonio, aplicando a su 
valor el 50 por ciento del tipo de interés legal del 
dinero establecido en esta ley, con la excepción de la 
vivienda habitualmente ocupada por el pensionista y 
de los bienes cuyas rentas hayan sido computadas.

Para acreditar las rentas e ingresos, el centro ges-
tor podrá exigir al pensionista una declaración de 
aquellos y, en su caso, la aportación de las declaracio-
nes tributarias presentadas.

Se presumirá que concurren los requisitos indica-
dos cuando el interesado hubiera percibido durante 
2004 ingresos por cuantía igual o inferior a 5.915,49 
euros anuales. Esta presunción se podrá destruir, en su 
caso, por las pruebas obtenidas por la Administración.

A los solos efectos de garantía de complementos 
para mínimos, se equipararán a ingresos de trabajo 
las pensiones públicas que no estén a cargo de cua-
lesquiera de los regímenes públicos básicos de previ-
sión social.

En los supuestos en que, de conformidad con las 
previsiones legales, se tenga reconocida una parte 
proporcional de la pensión de viudedad, el comple-
mento para mínimos a aplicar, en su caso, lo será en 
la misma proporción que se tuvo en cuenta para el 
reconocimiento de la pensión.

Los efectos económicos del reconocimiento de 
los complementos económicos se retrotraerán al día 
1 de enero del año en que se soliciten o a la fecha de
arranque de la pensión, si esta fuese posterior
al 1 de enero.

No obstante, si la solicitud de tal reconocimiento 
se efectuara con ocasión de ejercitar el derecho al 
cobro de la pensión, los efectos económicos podrán 
ser los de la fecha de arranque de aquella, con una 
retroactividad máxima de un año desde que se solici-
ten y siempre que se reúnan los requisitos necesarios 
para su percibo.

Dos. Los reconocimientos de complementos 
económicos que se efectúen en el 2005 con base en 
declaraciones del interesado tendrán carácter provi-
sional hasta que se compruebe la realidad o efectivi-
dad de lo declarado.

En todo caso, la Administración podrá revisar 
periódicamente, de oficio o a instancia del intere-
sado, las resoluciones de reconocimiento de comple-
mentos económicos, pudiendo llevar aparejado, en 
su caso, la exigencia del reintegro de lo indebida-
mente percibido por el titular de la pensión. Este 
reintegro podrá practicarse con cargo a las sucesivas 
mensualidades de pensión.

Tres.  Durante 2005 las cuantías mínimas de las pen-
siones de clases pasivas quedan fijadas, en cómputo 
anual, en los importes siguientes: 

Complementos para mínimos

Clase de pensión

Importe

Con cónyuge
a cargo

Sin cónyuge
a cargo

Pensión de jubilación o 
retiro.

524,01
euros/mes

7.336,14 
euros/año

438,71
euros/mes
6.141,94 

euros/año

Pensión de viudedad. 438,71 euros/mes
6.141,94 euros/año

Pensión familiar distinta de la 
de viudedad, sien-
do N el número de bene-
ficiarios de la pensión o 
pensiones.

438,71 euros/mes
N

6.141,94 euros/año
N

Clase de pensión

Importe

Con cónyuge
a cargo

Sin cónyuge
a cargo

 Cuatro. Los complementos económicos regu-
lados en los apartados precedentes no se aplicarán 
a las pensiones reconocidas al amparo de la legisla-
ción especial derivada de la guerra civil cuyas cuan-
tías se fijan en el artículo 37 de esta ley, excepto a las 
pensiones de orfandad reconocidas al amparo del 
título II de la Ley 37/1984, de 22 de octubre, a las que 
sí les serán de aplicación los referidos complemen-
tos económicos.

Artículo 44. Reconocimiento de los complementos 
para las pensiones inferiores a la mínima en el 
sistema de la Seguridad Social e importes de 
dichas pensiones en el año 2005. 

Uno. En los términos que reglamentariamente 
se determinen, tendrán derecho a percibir los com-
plementos necesarios para alcanzar la cuantía 
mínima de pensiones los pensionistas del sistema 
de la Seguridad Social en su modalidad contributiva 
que no perciban ingresos de capital o trabajo perso-
nal o que, percibiéndolos, no excedan de 6.122,53 
euros al año. A tal efecto, también se computarán 
entre tales ingresos las plusvalías o ganancias patri-
moniales, así como los rendimientos que puedan 
deducirse del montante económico del patrimonio, 
aplicando a su valor el 50 por ciento del tipo de inte-
rés legal del dinero establecido en esta ley, con la 
excepción de la vivienda habitualmente ocupada 
por el pensionista y de los bienes cuyas rentas 
hayan sido computadas.

Para acreditar las rentas e ingresos, la entidad 
gestora podrá exigir al pensionista una declaración 
de aquellos y, en su caso, la aportación de las decla-
raciones tributarias presentadas.

No obstante, los pensionistas de la Seguridad 
Social en su modalidad contributiva que perciban 
ingresos por los conceptos indicados en cuantía 
superior a la cifra señalada en el párrafo primero de 
este apartado tendrán derecho a un complemento 
por mínimos cuando la suma en cómputo anual de 
tales ingresos y de los correspondientes a la pensión 
ya revalorizada resulte inferior a la suma de 6.122,53 
euros más el importe en cómputo anual de la cuantía 
mínima fijada para la clase de pensión de que se 
trate. En este caso, el complemento para mínimos 
consistirá en la diferencia entre los importes de 
ambas sumas, siempre que esta diferencia no deter-
mine para el interesado una percepción mensual 
conjunta de pensión y complemento por importe 
superior al de la cuantía mínima de pensión que 
corresponda en términos mensuales.

A los solos efectos de garantía de complemen-
tos para mínimos, se equipararán a ingresos de tra-
bajo las pensiones públicas que no estén a cargo de 
cualesquiera de los regímenes públicos básicos de 
previsión social. 
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Dos. Se presumirá que concurren los requisi-
tos indicados en el apartado anterior cuando el inte-
resado hubiera percibido durante el año 2004 ingre-
sos por cuantía igual o inferior a 5.915,49 euros. Esta 
presunción podrá destruirse, en su caso, por las 
pruebas obtenidas por la Administración. 

Tres. A efectos de lo previsto en este artículo, 
se considerará que existe cónyuge a cargo del titular 
de una pensión cuando aquel se halle conviviendo 
con el pensionista y dependa económicamente 
de él.

Se entenderá que existe dependencia económica 
cuando concurran las circunstancias siguientes:

a) Que el cónyuge del pensionista no sea, a su 
vez, titular de una pensión a cargo de un régimen 
básico público de previsión social, entendiendo 
comprendidos en dicho concepto los subsidios de 
garantía de ingresos mínimos y de ayuda por ter-
cera persona, ambos de la Ley 13/1982, de 7 de abril, 
de Integración Social de Minusválidos, y las pensio-
nes asistenciales reguladas en la Ley 45/1960, de 21 
de julio.

b) Que los rendimientos por cualquier natura-
leza del pensionista y de su cónyuge, computados 
en la forma señalada en el apartado dos del artículo 
anterior, resulten inferiores a 7.142,00 euros anua-
les.

Cuando la suma, en cómputo anual, de los rendi-
mientos referidos en el párrafo anterior y del 
importe, también en cómputo anual, de la pensión 
que se vaya a complementar resulte inferior a la 
suma de 7.142,00 euros y de la cuantía anual de la 
pensión mínima con cónyuge a cargo de que se 
trate, se reconocerá un complemento igual a la dife-
rencia, distribuido entre el número de mensualida-
des que corresponda.

Cuatro. A los efectos previstos en el apartado 
uno de este artículo, los pensionistas de la Seguri-
dad Social en su modalidad contributiva que tengan 
reconocido complemento por mínimos y hubiesen 
percibido durante el año 2004 ingresos de capital o 
trabajo personal que excedan de 5.915,49 euros 
vendrán obligados a presentar antes del 1 de marzo 
del año 2005 declaración expresiva de la cuantía de 
dichos ingresos. El incumplimiento de esta obliga-
ción dará lugar al reintegro de las cantidades indebi-
damente percibidas por el pensionista con los efec-
tos y en la forma que reglamentariamente se 
determinen. 

Cinco. Durante el año 2005, las cuantías míni-
mas de las pensiones del sistema de la Seguridad 
Social, en su modalidad contributiva, quedan fija-
das, en cómputo anual, clase de pensión y requisi-
tos concurrentes en el titular, en las cuantías 
siguientes: 

Clase de pensión

Titulares

Con cónyuge
 a cargo

–
Euros/año

Sin cónyuge
a cargo

–
Euros/año

Jubilación 

Titular con sesenta y cinco años  
 7.336,14 6.141,94

Titular menor de sesenta y cinco 
años  . . . . . . . . . . . . . . . . .  6.856,08 5.722,92

Incapacidad permanente 

Gran invalidez con incremento 
del 50 por 100  . . . . . . . . . . 11.004,28 9.212,98

Absoluta  . . . . . . . . . . . . . . . .  7.336,14 6.141,94
Total: Titular con sesenta y cinco 

años  . . . . . . . . . . . . . . . . . .  7.336,14 6.141,94
Total: “Cualificada” con edad 

entre sesenta y sesenta y cua-
tro años  . . . . . . . . . . . . . . .  6.856,08 5.722,92

Parcial del régimen de acciden-
tes de trabajo:

Titular con sesenta y cinco años  
 7.336,14 6.141,94

Viudedad

Titular con sesenta y cinco años  
6.141,94

Titular con edad entre sesenta y 
sesenta y cuatro años  . . . . 5.722,92

Titular con menos de sesenta 
años  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 4.566,80

Titular con menos de sesenta 
años y cargas familiares  . . 5.722,92

Orfandad

Por beneficiario  . . . . . . . . . . 1.856,68
En la orfandad absoluta el 

mínimo se incrementará en 
4.566,80 euros/año distribui-
dos, en su caso, entre los 
beneficiarios.

En favor de familiares

Por beneficiario  . . . . . . . . . . 1.856,68
Si no existe viudo ni huérfano 

pensionista:

Un solo beneficiario, con sesenta 
y cinco años  . . . . . . . . . . . . 4.779,88

Un solo beneficiario, menor de 
sesenta y cinco años  . . . . . 4.500,44

Varios beneficiarios: el mí-
nimo asignado a cada uno se 
incrementará en el im-
porte que resulte de prorratear 
2.710,12 euros/año entre el 
número de beneficiarios.

Clase de pensión

Titulares

Con cónyuge
 a cargo

–
Euros/año

Sin cónyuge
a cargo

–
Euros/año

 CAPÍTULO V 

Otras disposiciones en materia de pensiones 
públicas 

Artículo 45. Pensiones no concurrentes del extin-
guido seguro obligatorio de vejez e invalidez. 
A partir del 1 de enero del año 2005, la cuantía de 

las pensiones del extinguido seguro obligatorio de 
vejez e invalidez, no concurrentes con otras pensio-
nes públicas, queda fijada, en cómputo anual, en 
4.384,94 euros. 

A dichos efectos, no se considerará pensión con-
currente la percibida por los mutilados útiles o inca-
pacitados de primer grado por causa de la pasada 
Guerra Civil española, cualquiera que fuese la legis-
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lación reguladora, ni el subsidio de ayuda por ter-
cera persona previsto en la Ley 13/1982, de 7 de 
abril, de Integración Social de los Minusválidos, ni 
las pensiones extraordinarias derivadas de actos de 
terrorismo.»

Dos. Se modifica la disposición adicional segunda, 
que pasa a tener la siguiente redacción:

«Disposición adicional segunda. Prestaciones eco-
nómicas de la Seguridad Social por hijo a 
cargo.

Uno. El límite de ingresos a que se refiere el 
primer párrafo del artículo 182.1.c) del texto refun-
dido de la Ley General de la Seguridad Social, queda 
fijado, a partir del 1 de enero del año 2005, en 
8.793,03 euros anuales. 

El límite de ingresos a que se refiere el segun-
do párrafo del artículo 182.1.c) del citado texto re-
fundido queda fijado, a partir de 1 de enero de 2005, 
en 14.990,94 euros anuales, incrementándose en 
2.428,11 euros por cada hijo a cargo a partir del 
cuarto, este incluido.

Dos. A partir del 1 de enero del año 2005, la 
cuantía de las prestaciones económicas de la Segu-
ridad Social por hijo a cargo, con 18 o más años de 
edad y un grado de minusvalía igual o superior al 65 
por ciento, será de 3.427,68 euros anuales.

Cuando el hijo a cargo tenga una edad de 18 o 
más años, esté afectado de una minusvalía en un 
grado igual o superior al 75 por ciento y necesite el 
concurso de otra persona para la realización de los 
actos esenciales de la vida, la cuantía de la prestación 
económica será de 5.141,52 euros anuales.»

Tres. Se modifica la disposición adicional tercera, 
que pasa a tener la siguiente redacción:

«Disposición adicional tercera. Subsidios económi-
cos de la Ley 13/1982, de 7 de abril, de Integra-
ción Social de los Minusválidos, y pensiones 
asistenciales.

Uno. A partir del 1 de enero del año 2005,
los subsidios económicos a que se refiere la
Ley 13/1982, de 7 de abril, de Integración Social de 
los Minusválidos, se fijarán, según la clase de subsi-
dio, en las siguientes cuantías: 

Euros/mes

Subsidio de garantía de ingresos mínimos  
149,86 

Subsidio por ayuda de tercera persona  .  58,45 
Subsidio de movilidad y compensación para 

gastos de transporte  . . . . . . . . . . . . . . .  45,77 

 Dos. A partir del 1 de enero del año 2005, las 
pensiones asistenciales reconocidas en virtud de lo 
dispuesto en la Ley de 21 de julio de 1960 y en el 
Real Decreto 2620/1981, de 24 de julio, se fijarán en 
la cuantía de 149,86 euros íntegros mensuales, abo-
nándose dos pagas extraordinarias del mismo 
importe que se devengarán en los meses de junio y 
diciembre. 

Las pensiones asistenciales serán objeto de revi-
sión periódica, a fin de comprobar que los beneficia-
rios mantienen los requisitos exigidos para su recono-
cimiento y, en caso contrario, declarar la extinción del 
derecho y exigir el reintegro de las cantidades indebi-
damente percibidas. El Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales podrá instar la incoación de los procedimien-

tos de revisión a efectos de practicar el ajuste econó-
mico y presupuestario del gasto generado. Los resul-
tados que ofrezcan aquellos procedimientos serán 
comunicados al citado departamento ministerial.»

Cuatro. Se modifica la disposición adicional cuarta, 
que pasa a tener la siguiente redacción:

«Disposición adicional cuarta. Ayudas sociales a 
los afectados por el Virus de Inmunodeficiencia 
Humana (VIH).

Durante el año 2005, las cuantías mensuales de 
las ayudas sociales reconocidas en favor de las per-
sonas contaminadas por el Virus de Inmunodeficien-
cia Humana (VIH), establecidas en los párrafos b),
c) y d) del apartado 1 del artículo 2 del Real Decreto 
Ley 9/1993, de 28 de mayo, se determinarán 
mediante la aplicación de las proporciones regula-
das en los párrafos citados sobre el importe de 
514,45 euros.»

Disposición adicional única. Coeficiente aplicable para 
el mantenimiento del poder adquisitivo de las pensio-
nes de cases pasivas.

A los efectos de garantizar el mantenimiento del poder 
adquisitivo de las pensiones de Clases Pasivas, y con 
carácter previo a aplicar la revalorización prevista en la 
Ley de Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2005, la cuantía correspondiente a las pensiones 
a 31 de diciembre de 2004 deberá actualizarse, cuando 
proceda, mediante la aplicación a estas del coefi-
ciente 1,0147059.

Asimismo, de acuerdo con lo previsto en la disposición 
adicional quincuagésima primera de la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2005, los pensionistas de 
clases pasivas que hubieran percibido durante el año 2004 
pensiones objeto de revalorización, así como aquellos que 
hubieran percibido la cuantía correspondiente a las pensio-
nes mínimas y al límite máximo de percepción de las pen-
siones públicas, y las ayudas sociales del Real Decreto Ley 
9/1993, de 28 de mayo, o sus herederos, recibirán en un 
único pago la cantidad equivalente a la que resulte de apli-
car a la pensión o ayuda percibida durante el año 2004 el 
coeficiente 0,0147059.

Disposición transitoria única. Vigencia transitoria de 
disposiciones reglamentarias.

Hasta tanto no sea aprobada la correspondiente 
norma reglamentaria de desarrollo de lo previsto en este 
real decreto ley, en el ámbito del Régimen de Clases Pasi-
vas del Estado, continuará siendo de aplicación, en lo que 
no se oponga a aquel, el Real Decreto 48/2004, de 19 de 
enero, sobre revalorización y complementos de pensio-
nes de clases pasivas para el año 2004.

Disposición final primera. Determinación del indicador 
público de renta de efectos múltiples (IPREM) 
para 2005.

Con efectos de 1 de enero de 2005, se modifica la dis-
posición adicional decimosexta de la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2005, que pasa a tener la 
siguiente redacción:

«Disposición adicional decimosexta. Determina-
ción del indicador público de renta de efectos 
múltiples (IPREM) para 2005.

De conformidad con lo establecido en el artícu-
lo 2.2 del Real Decreto Ley 3/2004, de 25 de junio, 
para la racionalización de la regulación del salario 
mínimo interprofesional y para el incremento de su 
cuantía, el indicador público de renta de efectos 
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múltiples (IPREM) tendrá las siguientes cuantías 
durante 2005:

a) El IPREM diario,15,66 euros.
b) El IPREM mensual, 469,80 euros.
c) El IPREM anual, 5.637,60 euros.

En los supuestos en que la referencia al salario 
mínimo interprofesional ha sido sustituida por la refe-
rencia al IPREM en aplicación de lo establecido en el 
Real Decreto Ley 3/2004, de 25 de junio, la cuantía 
anual del IPREM será de 6.577,20 euros cuando las 
correspondientes normas se refieran al salario mínimo 
interprofesional en cómputo anual, salvo que expresa-
mente excluyeran las pagas extraordinarias; en este 
caso, la cuantía será de 5.637,60 euros.»

Disposición final segunda. Pago de deudas con la Seguri-
dad Social de instituciones sanitarias.

Se modifica la disposición adicional trigésima octava de 
la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 
2005, que pasa a tener la siguiente redacción:

«Disposición adicional trigésima octava. Pago de 
deudas con la Seguridad Social de instituciones 
sanitarias cuya titularidad ostenten las Administra-
ciones públicas o instituciones sin ánimo de lucro.

Las instituciones sanitarias cuya titularidad osten-
ten las Administraciones públicas o instituciones 
públicas o privadas sin ánimo de lucro, acogidas a la 
moratoria prevista en la disposición adicional trigé-
sima de la Ley 41/1994, de 30 de diciembre, de Presu-
puestos Generales del Estado para 1995, podrán solici-
tar a la Tesorería General de la Seguridad Social la 
ampliación de la carencia concedida a 11 años; asi-
mismo, podrán solicitar la ampliación de la moratoria 
concedida hasta un máximo de 10 años con amortiza-
ciones anuales.»

Disposición final tercera. Disposiciones de aplicación y 
desarrollo.

Se autoriza al Gobierno para dictar las disposiciones que 
sean necesarias para la aplicación y desarrollo de este real 
decreto ley.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

El presente real decreto ley entrará en vigor el 1 de enero 
de 2005.

Dado en Madrid, el 23 de diciembre de 2004.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,
JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 

MINISTERIO 
DE SANIDAD Y CONSUMO

 21691 ORDEN SCO/4223/2004, de 16 de diciembre, 
por la que se modifica el anexo de la Orden 
SCO/1052/2002, de 7 de mayo, por la que se 
modifica el anexo del Real Decreto 2107/1996, 
de 20 de septiembre, por el que se establecen 
las normas de identidad y pureza de los colo-
rantes utilizados en los productos alimenti-
cios.

Los aditivos colorantes regulados mediante la Direc-
tiva 94/36/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 

de junio de 1994, e incorporada a nuestro derecho interno 
mediante el Real Decreto 2001/1995, de 7 de diciembre, 
por el que se aprueba la lista positiva de aditivos coloran-
tes autorizados para su uso en la elaboración de produc-
tos alimenticios, así como sus condiciones de utilización, 
tienen establecidos criterios de identidad y pureza.

La determinación de dichos criterios de pureza se rea-
lizó mediante la Directiva 95/45/CE de la Comisión, de 26 
de julio, por la que se establecen los criterios específicos 
de pureza de los colorantes utilizados en los productos 
alimenticios, incorporada a nuestro ordenamiento interno 
mediante el Real Decreto 2107/1996, de 20 de septiembre, 
por el que se establecen las normas de identidad y pureza 
de los colorantes utilizados en los productos alimenti-
cios.

La publicación de la Directiva 99/75/CE de la Comisión, 
de 22 de julio, por la que se modifica la Directiva 95/45/CE, 
establece los criterios específicos de pureza de determi-
nados colorantes y cuya incorporación a la normativa 
nacional se realizó mediante el Real Decreto 1373/2000, 
de 19 de julio, por el que se modifica el Real Decreto 
2107/1996, de 20 de septiembre, por el que se establecen 
las normas de identidad y pureza de los colorantes utiliza-
dos en los productos alimenticios.

La publicación de la Directiva 2001/50/CE de la Comi-
sión, de 3 de julio, por la que se modifica la Directiva 
99/75/CE estableció nuevos criterios de pureza para deter-
minados colorantes que se incorporan a nuestro derecho 
interno mediante la Orden SCO/1052/2002, de 7 de mayo, 
por la que se modifica el anexo del Real Decreto 2107/1996, 
de 20 de septiembre, por el que se establecen las normas 
de identidad y pureza de los colorantes utilizados en los 
productos alimenticios.

Debido a los avances técnicos, se publica la Directiva 
2004/47/CE de la Comisión, de 16 de abril, que modifica 
los criterios de pureza relativos a las sustancias E-160 a (i) 
mezcla de carotenos y E-160 a (ii) beta-caroteno.

La presente Orden tiene por objeto la incorporación 
de la mencionada Directiva 2004/47/CE de la Comisión, de 
16 de abril, modificando los criterios de pureza de los 
colorantes anteriormente citados.

Para la fijación de estos criterios específicos que se 
establecen en esta Directiva 2004/47/CE que se traspone, 
se han tenido en cuenta las especificaciones y técnicas 
analíticas que para estos aditivos ha preparado el Comité 
Mixto FAO/OMS de Expertos en Aditivos Alimentarios 
(JECFA). Asimismo, se ha consultado al Comité Científico 
de la Alimentación Humana.

No obstante, cualquier aditivo que haya sido prepa-
rado mediante métodos de producción o con materias 
primas, significativamente diferentes de los incluidos en 
la evaluación del Comité Científico de la Alimentación 
Humana, o distintos de los mencionados en la presente 
Orden, deberá someterse a dicho Comité para la evalua-
ción de su seguridad, haciendo especial hincapié en los 
criterios de pureza.

Las medidas previstas en la presente disposición se 
ajustan al dictamen del Comité Permanente de la Cadena 
Alimentaria y de Sanidad Animal.

La presente Orden se dicta en uso de las facultades 
atribuidas en la disposición final primera del Real Decre-
to 2107/1996, de 20 de septiembre.

En su virtud, oídos los sectores afectados y previo 
informe preceptivo de la Comisión Interministerial para la 
Ordenación Alimentaria, dispongo:

Artículo único. Objeto.

El anexo de la Orden SCO/1052/2002, de 7 de mayo, 
queda modificado en los siguientes términos:

Se sustituyen en el Anexo de la Orden SCO/1052/2002 
los criterios de identidad y pureza de los aditivos coloran-
tes E-160 a (i) mezcla de carotenos: «Carotenos de plan-


